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                                     ASUNTO
Aborda la Sala el estudio de la acción de tutela que promueve el ciudadano Jesús Alberto Rincón Sánchez contra el Departamento Administrativo de Seguridad D.A.S., que propende el amparo de su derecho fundamental de habeas data.
ANTECEDENTES

La petición de amparo.

Expresó en el libelo que fue condenado por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira a 18 meses de prisión, por el delito de concierto para delinquir, con otorgamiento del subrogado de la suspensión condicional de la ejecución de la pena, por un periodo de prueba de tres años, cuya extinción fue declarada el 30 de mayo de 2005 por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad.
Que solicitó su certificado judicial y en el mismo le apareció la anotación: “REGISTRA ANTECEDENTES, PERO NO ES REQUERIDO”, ante lo cual elevó petición y se le informó que la anotación seguiría apareciendo. Asegura que la ley, sin indicar cuál, estipula un lapso de 5 años para registrar el antecedente penal, el cual ha transcurrido en su caso, sin que exista otra sentencia condenatoria.

Manifestó que al no ser eliminada esa anotación, se le vulneran sus derechos fundamentales de habeas data y al trabajo, ya que se le han presentado ofertas laborales a las que no ha podido acceder.
La actuación.
El actor aportó copia del documento que le expidió el D.A.S. al ciudadano Rincón Sánchez certificando que: “NO ES REQUERIDO POR AUTORIDAD JUDICIAL”, como también de la petición que formuló ante dicha entidad y de la contestación a la misma.
El Jurídico Seccional D.A.S. Risaralda, precisó que se deben atender las normas que regulan lo relativo a los antecedentes penales y contravencionales, autorizados por el Decreto 643 de 2004 para mantener y actualizar los registros delictivos y de identificación, siendo facultativo del Director de la entidad, adoptar el modelo del certificado judicial.
Por último, indicó con respecto al accionante, que se le expidió un certificado con la inscripción ‘NO ES REQUERIDO POR AUTORIDAD JUDICIAL’, como quiera que registra antecedentes penales, y reitera que no existe vulneración de derecho fundamental alguno.
La Secretaria del Juzgado Segundo Penal del Circuito de esta ciudad, certificó que allí se adelantó acción contra Jesús Alberto Rincón Sánchez y otras personas por los delitos de concierto para delinquir, falsedad en documento privado y estafa, condenado a 18 meses de prisión, más las accesorias de ley; que se le concedió la suspensión condicional de la ejecución de la pena y el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad declaró la extinción de la pena corporal impuesta.
CONSIDERACIONES:
1. Competencia:

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000. 

2. Problema jurídico planteado:

El asunto que se plantea, se concreta en la posible protección del derecho de habeas data, que reclama un ciudadano frente al Departamento Administrativo de Seguridad, en razón al registro de antecedentes que se lleva en esa entidad, para que en su certificado judicial, el mismo sea excluido.
SOLUCIÓN

Conforme con lo preceptuado por el artículo 86 de la Carta Constitucional, toda persona tiene acción de tutela para invocar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, bien directamente o a través de representante, la protección inmediata de sus derechos fundamentales, cuando estén siendo vulnerados o amenazados con la acción u omisión de cualquier autoridad pública, o con la conducta de algunos particulares en los casos expresamente previstos en la ley.
Al abordar el tema, es necesario traer la jurisprudencia trazada al respecto por la Corte Constitucional, referente a que el buen nombre y la honra no son derechos absolutos, desligados de la conducta de cada persona.

“Los derechos al buen nombre y a la honra son derechos que se ganan de acuerdo a las acciones realizadas por el individuo, sea que en virtud de ellas  pueda gozar del respeto y admiración de la colectividad como consecuencia de su conducta intachable, o sea que, por el contrario,  carezca de tal imagen y prestigio, en razón a  su indebido comportamiento social.  En este último caso difícilmente se puede considerar violado el derecho a la honra de una persona, cuando es ella misma quien le ha imprimido el desvalor a sus conductas y ha perturbado su imagen ante la colectividad.”

Significa lo anterior que cuando se desdibuja la honra y buen nombre como consecuencia de la conducta de la misma persona, debe soportar la información fiel y concreta que se registre en una base de datos pública o privada, lógicamente que sea reflejo de su propio comportamiento.
Para el caso objeto de estudio, como bien se ha determinado documentalmente, el señor Rincón Sánchez, registra una sentencia condenatoria, producto de la comisión de un delito, decisión debidamente ejecutoriada que actualmente se encuentra vigente y si bien, se otorgó el subrogado de la ejecución condicional de la sanción corporal, ese beneficio de suyo no sustrae el antecedente personal registrado por la base de datos del D.A.S.

Por ende, no puede reclamar el actor la expedición de una certificación en la que se indique la ausencia de antecedentes, cuando por su libre autodeterminación, infringió la ley penal.

En tal sentido, la jurisprudencia constitucional estableció:

La jurisprudencia de la Corte ha encontrado que existe una relación directa de tales derechos con el de habeas data, de forma que, en desarrollo del artículo 15 de la Constitución, la persona tiene derecho a conocer, actualizar y rectificar la información que de ella repose en bases de datos y archivos públicos y privados. En aplicación de los principios de veracidad e integridad derivados del derecho al habeas data, la persona podrá exigir la rectificación o corrección de la información divulgada o que reposa en bases de datos, para asegurar que la misma se refiera a situaciones reales y no corresponda a datos fraccionados o incompletos que den una impresión equivocada o incorrecta de ella. En estos eventos, sin dejar de lado los deberes propios de quien administra la correspondiente base de datos, es posible que se requiera la colaboración del interesado, para conocer y verificar con exactitud la información que se requiere ajustar a la realidad.

El Departamento Administrativo accionado, creado por la ley, tiene asignada la función de mantener un registro actualizado de los antecedentes judiciales y de policía de cada ciudadano. Así mismo, se le facultó para diseñar y expedir el certificado respectivo.

El documento que actualmente expide el D.A.S., fue modificado como lo explicó su funcionario, certificándose que:
‘NO ES REQUERIDO POR AUTORIDAD JUDICIAL’, cuando el ciudadano solicitante registra una decisión sancionatoria de orden penal o policivo y de tal manera, se ha procedido con el aquí accionante.

En tal sentido, ineludible resulta hacer referencia a la reciente decisión proferida Por la Corte Suprema de Justicia:
“En ese sentido,  no  desconoce la Sala  que el Departamento de Seguridad D.A.S., tiene dentro de sus funciones, organizar,   conservar  y actualizar  los registros de identificación  nacionales con base en los informes de avisos que deben rendir oportunamente las autoridades judiciales. Tampoco, el que  aquel al que se le haya impuesto sentencia de condena, debe aparecerle esa anotación como antecedente.

“No obstante, tal circunstancia no constituye per se una patente para que el organismo de seguridad  ponga de relieve la mencionada anotación en el certificado judicial, pues ello conllevará necesariamente el que aquel que necesite el aludido documento, verbi gracia  con fines de acceder a un cargo, se vea expuesto a ser rechazado, a pesar  de que ya ha cumplido la sanción o la misma se ha extinguido. Pensar de esa manera conllevaría a considerar que en Colombia existen penas perpetuas.

“No significa lo anterior que el antecedente deba ser eliminado o cancelado, pues el mismo resulta valioso para las autoridades judiciales. Lo que se quiere resaltar es que una cosa es el suministro de dicha información con tales propósitos, la que sirve para efectos de la cuantificación de la pena o la concesión de beneficios, y que al tenor de lo previsto por el artículo 4º del decreto 3738, es de carácter reservado, y otra bien diferente, cuando quien acude  a que se le expida el certificado es el particular al que se le ha extinguido la pena por alguna de las causales previstas en el artículo 88 del Código Penal. 

“Acorde con lo que viene de verse, siendo claro para esta Sala de Decisión de Tutelas que la resolución interna No. 1157 de 2008, según la cual el D.A.S. advierte que la persona registra antecedentes, pero no es requerida por autoridad judicial, resulta desconocedora de principios constitucionales y causa un grave perjuicio a quien habiendo pagado la pena impuesta o, como en el caso presente, se vio beneficiado con su extinción por haber operado el fenómeno de la prescripción, deba soportar las consecuencias que conlleva hacer pública y mantener indefinidamente una anotación de tales características, frente a su vida cotidiana y en especial cuando deba presentar dicho documento para acceder a un trabajo, pues surge evidente que tal registro le merma ostensiblemente las posibilidades de que sea escogido para el mismo, lo que de contera conlleva la vulneración de derechos fundamentales como el de igualdad en el acceso a las oportunidades de empleo y a la vida en condiciones dignas, situación que a la larga termina convirtiéndose en un castigo adicional, es necesario ponderar los pro y contra  de tal determinación.
“Así las cosas, aplicado el test de razonabilidad a los derechos en conflicto, la medida administrativa dispuesta en la Resolución 1157 de 2008, debe ceder frente al caso concreto, lo cual conlleva a que se ordene aplicar la excepción de inconstitucionalidad consagrada en el artículo 4º de la Carta Política, únicamente en lo que hace relación a la frase “registra antecedentes”.

“Impera precisar, que no le asiste razón a la Sala Penal del Tribunal Superior de Bogotá cuando anuncia en el fallo impugnado que la actuación cumplida por el D.A.S. se sujetó a lo previsto en el Decreto 3738 de 2003, que dispone la actualización de los antecedentes de aquellas personas que han sido condenadas, pues una cosa es la actualización de la información para los efectos allí señalados y otra bien diferente que se haga pública en el certificado judicial.

“Corolario de lo anterior, se  revocará la sentencia proferida el 5 de marzo de 2010 por la Sala Penal del Tribunal Superior de Bogotá, para en su lugar tutelarle  el derecho fundamental al habeas data al demandante, situación que lleva como consecuencia ordenarle al Coordinador del Grupo de identificación del Departamento Administrativo de Seguridad  D.A.S., que dentro del término de las cuarenta y ocho horas (48) siguientes a la notificación de esta decisión,  expida un nuevo certificado judicial al actor, en el que se excluya la frase “REGISTRA ANTECEDENTES”. 

Con todo, en la forma como se rediseñó el documento para emitir la certificación requerida por el actor, no vulnera el derecho de habeas data, puesto que ha excluido la expresión ‘registra antecedentes’, dando solamente fe de que ‘no tiene requerimiento judicial’, quedando como verdad oculta el registro del antecedente, tenido en cuenta sólo para efectos judiciales.
Variada la certificación en la forma indicada por el D.A.S. permite a la Sala determinar la presencia de un hecho superado, que permite negar el amparo implorado por el señor Rincón Sánchez.

No sobra advertir que no todos los eventos pueden ser medidos con el mismo rasero, por cuanto habrá aquellas personas que tengan una sentencia judicial vigente, en las que pese al otorgamiento de algún beneficio de libertad o subrogado penal, la misma no pierde sus efectos y cesan sólo cuando el Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, declare su prescripción o extinción.
DECISIÓN

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre del pueblo y por mandato de la Constitución,
RESUELVE:

Primero: Denegar el amparo de tutela peticionado por el señor Jesús Alberto Rincón Sánchez, por adverarse un hecho superado frente a la presunta vulneración de su derecho fundamental de habeas data.
Segundo: Notificar la decisión a las partes por el medio más expedito, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

Tercero: Remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión, si esta decisión no fuere impugnada.

Cópiese, notifíquese y cúmplase

LEONEL ROGELES MORENO                  JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Magistrado









   Magistrado
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

WILSON FREDY LOPEZ
Magistrado
 


        
Secretario

� Sentencia T-411 de 1995. M.P Alejandro Martínez Caballero. También pueden verse las Sentencias T-482 y T-787 de 2004.


� Sala Segunda de Revisiòn - Sentencia T.785 de 2009-  MP Marìa Victoria Calle Correa


� Sala de Casación Penal –Tutela 47546 – 4 de mayo de 2010 - MP: Julio Enrique Socha Salamanca. 
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